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Diputadas y Diputados de Santa Fe:

La Comisión de Derechos y Garantías, ha considerado el proyecto de ley -Expte Nº 30808 CD,-  * DB * de los diputados Rubén Giustiniani y Pablo Oliver y de la diputada Silvia Augsburger,  por el cual se establecen los mecanismos para regular los servicios públicos y por las razones expuestas en sus fundamentos y las que podrá dar el miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto:
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE
L E Y:

MARCO REGULATORIO GENERAL DE SERVICIOS PÚBLICOS

TITULO I: DISPOSICIONES GENERALES

Ámbito de Aplicación. La presente Ley regula los servicios públicos de competencia provincial detallados en el Anexo 1 ya sean prestados indirectamente por el Estado o a través de concesiones o licencias, siendo atribución de la Legislatura de la Provincia de Santa Fe la posterior inclusión o  exclusión, de actividades o servicios en el ámbito de aplicación de la presente Ley. 

Objeto. El Estado debe, a través de la regulación de los servicios públicos y actividades de interés público: 
a) Asegurar que sean prestados en forma eficiente y satisfactoria, cumpliendo los principios de regularidad, continuidad, accesibilidad, obligatoriedad, generalidad, igualdad, calidad y eficiencia;

b) Garantizar el acceso universal a los servicios públicos, con tarifas justas y transparentes;

c) Proteger la salud, seguridad e intereses económicos de las y los usuarios, el derecho a una información adecuada y veraz, la libertad de elección y las condiciones de trato equitativo y digno; 
d) Promover el desarrollo socioeconómico de la provincia y tender al mejoramiento de la calidad de vida de la población. 

Objetivos. Fíjanse los siguientes objetivos para la política regulatoria: 
a) Proteger adecuadamente los derechos de las y los usuarios y consumidores, y los de la población en general en todo aquello en que pudiera resultar afectada por la prestación del servicio implicado;

b) Asegurar la adecuada calidad de los servicios prestados y la seguridad del usuario en su utilización;

c) Fomentar la innovación tecnológica y la aplicación de los progresos tecnológicos a fin de mejorar permanentemente la calidad del servicio; 

d) Propender a la prestación de servicios conﬁables que cumplan con las características de calidad, accesibilidad, continuidad, regularidad y uniformidad; 

e) Promover la eficiencia en la prestación del servicio y la igualdad, el libre acceso y la no discriminación en su utilización; 

f) Garantizar la universalización de la prestación del servicio, de modo de fomentar el desarrollo económico-social y la mejora en las condiciones de vida de las y los habitantes de la Provincia;

g) Reconocer el derecho humano al acceso universal a los servicios esenciales de agua y energía; 

h) Alentar las inversiones para Fomentar la renovación de los recursos utilizados y asegurar el suministro y la prestación a largo plazo; 

i) Proteger el ambiente y la salud de las personas, propendiendo a la utilización sostenible de los recursos naturales no renovables y el Fomento de energías renovables;

j) Controlar que las tarifas aplicadas sean justas, transparentes y razonables en relación con el servicio prestado;
k) Velar por la protección de los bienes e intereses públicos. 

Marcos Regulatorios Sectoriales. Los servicios públicos y actividades de interés público reguladas por la presente Ley deben contar con un Marco Regulatorio Sectorial sancionado por Ley que determine los deberes de las empresas prestatarias y los derechos de las y los usuarios del servicio, la creación del Ente Regulador del sector y el régimen de audiencias públicas, en un todo conforme a lo dispuesto en la presente Ley. 

 TÍTULO II: DERECHOS Y DEBERES 


Derechos de las y los usuarios. Sin perjuicio de lo que se establezca en los marcos regulatorios sectoriales, las y los usuarios de los servicios regulados por la presente Ley tendrán los siguientes derechos:
a) Recibir el servicio adecuado de acuerdo a lo establecido en la presente Ley, en el Marco Regulatorio sectorial y, en general, en toda la legislación aplicable;

b) Obtener y utilizar el servicio en el marco de las disposiciones legales y reglamentarias vigentes; 

c) Exigir la prestación de los servicios conforme a los niveles de calidad establecidos en el Marco Regulatorio sectorial;

d) Recibir del Estado Provincial, el Ente Regulador y de la empresa prestataria información sobre los servicios prestados, sobre cualquier circunstancia que pudiera interrumpir la prestación del servicio, sobre el régimen tarifario y sus eventuales modificaciones, y sobre todo otro aspecto relevante para la defensa de sus intereses individuales y colectivos;

e) Recurrir al Ente Regulador, mediante los procedimientos que éste fije, ante cualquier tipo de reclamo, incluidos aquellos vinculados con las tarifas implicadas en la utilización del servicio del que se trate; 

f) Comunicar al Ente Regulador del sector y a la empresa prestataria las irregularidades de las que tenga conocimiento con respecto al servicio prestado; g) Reclamar la indemnización de daños a la empresa prestataria cuando ésta no cumpla con algunas de sus obligaciones contractuales en perjuicio de sus derechos;

h) Ejercer la defensa de sus intereses a través de su participación activa en los Entes Reguladores y/o en las asociaciones de usuarios, o por medio de presentaciones particulares ante las autoridades regulatorias;
i) Participar en las Audiencias Públicas que sean convocadas por los Entes Reguladores y solicitar su convocatoria según lo establecido en la presente Ley.


Deberes de las empresas prestatarias. Sin perjuicio de lo que se establezca en los marcos regulatorios sectoriales, las empresas prestatarias tendrán los siguientes deberes:
a) Tomar las medidas necesarias para que los servicios sean prestados en condiciones que garanticen su calidad, accesibilidad, continuidad, universalidad, igualdad, seguridad y protección de la salud y del ambiente; 

b) Cumplir con todas las obras, servicios y obligaciones en general que se establezcan en el Marco Regulatorio sectorial, y demás legislación aplicable; 

c) Contar con capacidad técnica y financiera para la prestación del servicio de modo ininterrumpido y con el nivel de calidad adecuado; 

d) Elaborar proyectos, emitir informes y llevar registros conforme se detalla a  continuación, para ser presentados ante el Ente Regulador del sector cuando éste así lo requiera: 

d.1) Elaborar los proyectos ejecutivos totales o parciales de las obras a realizar, los planes de trabajos definitivos de las obras estipuladas y los planos conforme a obra, en los tiempos y modalidades previstos en la legislación aplicable, o en los que fije el Ente Regulador dentro de sus atribuciones;

d.2) Elevar al Ente Regulador, con la periodicidad que éste determine, informes escritos que permitan evaluar en todos sus aspectos el cumplimiento de las obligaciones de la empresa;

d.3) Realizar las mediciones, estadísticas, censos y controles estipulados en la legislación aplicable o definidos por el Ente Regulador, permitiendo a este último el ingreso a las dependencias en que se encuentren los sistemas de control a fin de verificar los datos y controlar los resultados;

d.4) Mantener los registros, la documentación y las constancias que proporcionen información técnica, comercial, financiera y de personal contable y técnicamente auditable, que representen el estado pasado, actual y propuesto de las actividades de la empresa. Su realización deberá atenerse a las normas que determine el Ente Regulador a los Fines de implementar una adecuada política tarifaria;

e) Publicar, con suficiente antelación, la información concerniente a los planes de obras, las tarifas y toda otra información que pueda resultar de interés al usuario. Los trabajos deberán programarse y ejecutarse de modo de ocasionar las menores molestias a las y los usuarios, adoptando todas las medidas apropiadas para garantizar la seguridad, comodidad y economía;

f) Brindar a las y los usuarios información completa acerca de las características de los servicios prestados, las diferentes opciones de su utilización y los costos y 
beneﬁcios de cada una de ellas, y toda aquella información que permita al usuario elegir adecuadamente la contratación del servicio ofrecido;
TÍTULO III: TARIFAS 

Regulación de tarifas. Las tarifas deberán ser justas, transparentes y razonables, a los fines de: 
a) Posibilitar la continuidad del servicio, cumplimentando las previsiones de cali- dad, seguridad y eficiencia;
b) Asegurar la mínima tarifa media posible y su distribución entre usuarios y consumidores de forma de alentar el desarrollo económico y la igualdad socia

Tarifa social. Se asegurará a las personas en situación de pobreza  la vigencia de una tarifa social que garantice su acceso a los servicios públicos regulados por la presente ley. 

Prohibición de ajuste automático de las tarifas. Las tarifas sólo podrán ser alteradas teniendo en consideración los costos reales incurridos y previstos, y las tasas de rentabilidad obtenidas y programadas, en el marco de la legislación vigente, y previa audiencia pública obligatoria con estudio de costos previo.  

 TÍTULO IV: ENTES DE CONTROL

Creación por Ley. Todo servicio público debe quedar comprendido en el marco de competencia de un Ente de Control creado por Ley Provincial. En el caso de aquellos servicios públicos y actividades de interés público en los cuales el Ente de Control ha sido creado del modo anteriormente citado, la Legislatura de la Provincia de Santa Fe deberá crearlo -definiendo sus objetivos, funciones, deberes y jurisdicción- en un plazo no superior a 90 días desde la sanción de la presente Ley. 

Naturaleza jurídica. Los Entes de Control serán organismos autárquicos y descentralizados de la Administración Provincial y poseerán plena capacidad jurídica para actuar en los ámbitos del derecho público y privado. 

Participación de las y los usuarios y los municipios y comunas. A los fines de cumplir con lo establecido en el Artículo 42° de la Constitución Nacional, los directorios de los Entes de Control creados o a crearse a partir de la sanción de la presente Ley, deberán incluir al menos un representante de los municipios y comunas afectadas por la prestación del servicio implicado, y al menos un representante de las y los usuarios del servicio del que se trate. En los Marcos Regulatorios sectoriales se definirá la metodología de selección de estos representantes y la participación de las y los trabajadores del sector.

Patrimonio y recursos. El patrimonio de los Entes de Control estará constituido por los bienes que se les asignen y los que adquieran en el futuro a cualquier título. Sus recursos provendrán de asignaciones presupuestarias, así como del porcentaje de la recaudación de las empresas reguladas en concepto de "tasa de inspección y control" que se fije en los Marcos Regulatorios sectoriales, y de todos otros fondos, bienes o recursos que puedan serles asignados. 

Funciones y atribuciones. Los Entes de Control tendrán las siguientes funciones y atribuciones, además de las que se establezca en el Marco Regulatorio sectorial y, en general, en la legislación aplicable: 

a) Dictar los reglamentos que considere necesarios para el cumplimiento de los objetivos de la presente Ley y el Marco Regulatorio sectorial;

b) Hacer cumplir el Marco Regulatorio sectorial, su reglamentación y disposiciones complementarias, en el ámbito de su competencia;

c) Ejercer el control y Fiscalización de la prestación de los servicios implicados, asegurando el cumplimiento de las obligaciones fijadas en el Marco Regulatorio sectorial;

d) Establecer las bases para el cálculo de las tarifas y controlar que sean aplicadas de conformidad con el Marco Regulatorio sectorial y las disposiciones de la presente Ley;

e) Denunciar incumplimientos, aplicar sanciones y percibir las multas previstas en el Marco Regulatorio sectorial y demás normas aplicables;

f) Encargar estudios de impacto ambiental previa a la realización de obras o a la prestación de servicios en el área de su jurisdicción que sean susceptibles de degradar el ambiente, alguno de sus componentes o afectar la calidad de vida de la población; 

g) Convocar, organizar y aplicar el Régimen de Audiencias Públicas en los casos previstos por la presente Ley y el Marco Regulatorio sectorial, y en toda otra situación que estime procedente;

h) Requerir a las empresas los documentos e información necesarias para verificar el cumplimiento de esta Ley, su reglamentación y el Marco Regulatorio sectorial, realizando inspecciones que al efecto resulten necesarias;

i) Recibir, dar trámite y resolver los reclamos de las y los usuarios; 

j) Asegurar la publicidad de las decisiones que adopte, incluyendo los antecedentes en base a los cuales éstas fueron adoptadas; 
k) Someter anualmente al Poder Ejecutivo Provincial y a la Legislatura de Santa Fe un informe sobre las actividades del año y sugerencias sobre medidas a adoptar en beneficio del interés público.
 TÍTULO V: AUDIENCIAS PÚBLICAS 


Régimen de audiencias públicas. El Ente Regulador de cada sector deberá sancionar el régimen de Audiencias Públicas en un plazo no superior a 90 días a partir de la sanción de la presente Ley, el cual deberá asegurar la publicidad de la convocatoria, la igualdad de participación para las y los interesados y la publicidad de las opiniones pronunciadas. 

Convocatoria. La convocatoria a Audiencia Pública será atribución del Ente Regulador del sector en los casos previstos por la presente Ley, el Marco Regulatorio sectorial y demás normas aplicables.  


Realización obligatoria. De conformidad con el articulo 42 y 43° de la Constitución Nacional, la Audiencia Pública será previa y obligatoria, con la participación de las y los usuarios y consumidores, cuando la toma de decisiones pudiera afectar el interés general y cuando se determinen aumentos en las tarifas de los servicios públicos provinciales. 

Realización a solicitud de las y los usuarios. Las y los usuarios del servicio podrán solicitar ante el Ente Regulador la realización de una Audiencia Pública, explicitando el tema a tratar y las causas que motivaron tal solicitud. El Ente Regulador evaluará la procedencia de dicha solicitud y se pronunciará de modo fundado sobre su aceptación o rechazo. 

Partes. Será parte de la Audiencia Pública toda persona física o jurídica, pública o privada, que acredite tener un derecho subjetivo, un interés legítimo o difuso en relación con el servicio del que se trate. Deberán participar  en forma obligatoria directivos del más alto nivel decisorio de los entes prestadores del servicio. 

Decisiones regulatorias posteriores. Las decisiones regulatorias posteriores considerarán las argumentaciones expuestas en la Audiencia Pública, dando las razones de su aceptación o rechazo. 

DISPOSICIONES FINALES 

Autoridad de Aplicación. El Ministerio de Infraestructura y  Transporte será la autoridad de aplicación a los efectos de la implementación de la entrada en vigor de la presente Ley.

Orden público. La presente Ley es de orden público, y regirá a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial. 

Disposiciones transitorias. Hasta tanto entre en vigencia el marco regulatorio correspondiente, las audiencias públicas serán convocadas por la Autoridad de Aplicación de la presente Ley cuando la toma de decisiones pudiera afectar el interés general y cuando se determinen aumentos en las tarifas de los servicios públicos provinciales. 

Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
Sala de la Comisión,  11 de mayo de 2016

Gutiérrez-Augsburger-Bertero-Moyano
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